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¿DISOLVER O NO DISOLVER?: 
HE AHÍ EL DILEMA 

por Daniel Echaiz Moreno1 

 
 

A Karen, mi inspiración de cada día. 
 
 
El primer párrafo del artículo 4 de la Ley General de Sociedades2 prescribe que «la 

sociedad se constituye cuando menos por dos socios», lo que significa la regla 

general porque existen varias excepciones, que mencionaremos más adelante. La 

misma norma antes citada sostiene al finalizar su primer párrafo que «si la 

sociedad pierde la pluralidad mínima de socios y ella no se reconstituye en un plazo 

de seis meses, se disuelve de pleno derecho al término de ese plazo». Por su parte, 

el artículo 407 inciso 6 de la Ley General de Sociedades contempla como una de las 

causales de disolución de la sociedad la «falta de pluralidad de socios si en el 

término de seis meses dicha pluralidad no es reconstituida». Y, siguiendo la 

temática de nuestra legislación societaria, diremos que de disolverse la sociedad 

vendrá posteriormente su liquidación y, finalmente, su extinción. 

 

El artículo 423 de la Ley General de Sociedades pretende legislar a la sociedad 

irregular, pero termina pronunciándose respecto tanto a la sociedad de hecho 

(aquella que opera sin haberse constituido legalmente) como a la sociedad irregular 

propiamente dicha (aquella que, habiéndose constituido legalmente, sigue 

operando después de haber sufrido algún incidente en el camino que le hace perder 

la condición de regular). Y, precisamente, una de las causales de irregularidad, 

prevista en su inciso 6, se presenta «cuando continúa en actividad, no obstante 

haber incurrido en causal de disolución prevista en la ley, el pacto social o el 

estatuto». El paso siguiente a la irregularidad, parafraseando el artículo 426 de la 

Ley General de Sociedades, es, alternativamente, la regularización o la disolución 

de la sociedad, lo que es solicitado por los socios, los acreedores de los socios, los 

acreedores de la sociedad o los administradores. 
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Hasta aquí podemos extraer las siguientes conclusiones preliminares: primera, la 

sociedad requiere, por regla general, de dos socios como mínimo; segunda, si se 

pierde la pluralidad antedicha, existe un plazo de seis meses para recomponerla 

(búsqueda de un nuevo socio); tercera, vencido el plazo y no recompuesta aquella 

pluralidad, entonces la sociedad incurre en causal de disolución y, por ende, debe 

disolverse, liquidarse y extinguirse; cuarta, si la sociedad sigue operando se 

convierte en irregular; y, quinta, ante la condición de irregular caben dos 

posibilidades: regularizarla (es decir, hacerla pasar de irregular a regular 

recomponiendo la pluralidad de socios) o disolverla (lo cual conlleva a su posterior 

liquidación y extinción). Llegamos así a la cuestión controvertida. Nuestra 

legislación societaria refiere contradictoriamente, por un lado, que el efecto de la 

pérdida de la pluralidad de socios y su no recomposición en el plazo legal es la 

disolución de pleno derecho (artículo 4 primer párrafo in fine de la Ley General de 

Sociedades) y, por otro lado, que ante la misma situación el efecto es la disolución 

(artículo 407 inciso 6 de la Ley General de Sociedades). 

 

La disolución de pleno derecho es, como su nombre lo indica, absoluta y no admite 

ninguna excepción, de forma tal que ante ella la sociedad debe disolverse sí o sí. 

Por el contrario, la disolución (lata y sin ningún agregado) es relativa porque 

permite que se ingrese en el terreno de la sociedad irregular que admite tanto la 

disolución como la regularización. En consecuencia, el asunto controvertido es si 

una sociedad que ha perdido la pluralidad de socios, no la ha recompuesto en los 

seis meses siguientes y sigue operando puede regularizarse incorporando un nuevo 

socio o sólo le queda el camino de la disolución. Así, tenemos que, dentro del 

mismo cuerpo legal, subsisten dos disposiciones: una que prescribe la disolución de 

pleno derecho y, otra, que hace lo propio con la simple disolución. Contamos, 

asimismo, con dos herramientas de hermenéutica jurídica, cuales son la 

interpretación literal y la interpretación sistemática, las que ofrecen argumentos a 

favor de una y otra posición. 

 

De acuerdo a la interpretación literal apreciamos que la expresión «disolución de 

pleno derecho» no admite contravención y, por consiguiente, tampoco que, vía 

acuerdo entre los socios, se regularice una situación que está «herida de muerte» 

por mandato legal; en tal orden de ideas, la posterior alusión a la simple disolución 

debiera entenderse en aquel sentido: como una disolución de pleno derecho. Por el 
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contrario y según la interpretación sistemática diremos que ambas normas se 

ubican dentro de la Ley General de Sociedades, pero la segunda (aquella que 

propugna la simple disolución) es la específica porque se refiere precisamente a la 

disolución de la sociedad, mientras que la otra (aquella que alega la disolución de 

pleno derecho) se encuentra dentro del contexto de las «reglas generales» 

aplicables a todas las sociedades. 

 

Entre ambas tesis, esta última parece ser la menos convincente, lamentablemente. 

En efecto, poco puede alegarse ante una expresión tan lacónica como «disolución 

de pleno derecho». Por ello, creemos que no queda otro camino que la disolución, 

siendo inviable, en las circunstancias expuestas anteriormente, la regularización de 

la sociedad con la incorporación de un nuevo socio después de haber vencido el 

plazo legal. Claro está que nada impide para que, durante la etapa de liquidación, 

la sociedad se transforme, fusione o escinda, en aplicación de las estipulaciones 

contenidas en los artículos 342, 364 y 388 de la propia Ley General de Sociedades, 

respectivamente. Entonces, en una situación práctica, la sociedad que perdió la 

pluralidad de socios y que pretende recomponerla después de haber transcurrido 

más de seis meses, sólo podría hacerlo si es que se disuelve y liquida, de forma tal 

que durante la liquidación, por ejemplo, adopta otra forma societaria. 

 

Lo expuesto, que constituye nuestra respuesta legal ante la problemática planteada 

y que se enmarca dentro de la legislación vigente, no significa que compartamos tal 

criterio normativo; muy por el contrario, dejamos asentada nuestra discrepancia. Y 

es que el legislador debe comprender que el Derecho Mercantil es una disciplina 

jurídica especialmente permeable porque regula las cuestiones comerciales que se 

nutren, más que otras, de la propia realidad; en tal sentido, la autonomía de la 

voluntad cobra singular importancia. Como manifestaba nuestro maestro Enrique 

Normand Sparks en una frase que usualmente recordamos, «el Derecho Mercantil 

no es un Derecho de sanciones, sino un Derecho de consecuencias». Siendo ello 

así, como firmemente lo creemos, el legislador debió prever que la falta de 

recomposición de la pluralidad de socios en el plazo legal conlleva a la disolución y 

que, de continuarse en actividad, implica la irregularidad que subsume dos posibles 

alternativas: la regularización o la disolución. Nada más; entonces, simple 

disolución y no disolución de pleno derecho.  
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Como se aprecia, en este contexto propuesto se generan consecuencias: si la 

sociedad no recompuso su pluralidad de socios en el plazo de seis meses será 

irregular y, si es irregular, surge la responsabilidad personal, solidaria e ilimitada de 

los administradores, los representantes y, en general, de quienes se presenten ante 

terceros actuando a nombre de dicha sociedad irregular, a la luz del artículo 424 de 

la Ley General de Sociedades. Por el contrario, en el actual contexto se genera, no 

consecuencias, sino una sanción, por lo demás ilógica y desproporcionada: si la 

sociedad no recompuso su pluralidad de socios en el plazo de seis meses se 

disuelve de pleno derecho. Abogamos, entonces, atendiendo a las consideraciones 

precedentes, por una pronta modificación legislativa del artículo 4 de la Ley General 

de Sociedades para que se suprima aquella alusión a la disolución de pleno derecho 

y quede tan solo como una simple disolución. ♠ 

 

 


